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Artículo 38. Las cantidades que no hayan sido ingre-
sadas en la Tesorería del Consorcio en la fecha de ven-
cimiento fijada en el artículo anterior, se incrementarán
en proporción al tiempo transcurrido hasta su pago efectivo
con la cantidad que resulte de aplicar al principal de la
deuda la mayor de las siguientes cantidades:

a) El interés de demora fijado por la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado para el ejercicio corres-
pondiente.

b) En el supuesto de que hubiera sido concertado un
préstamo para atender situaciones de déficit en la Tesorería
del Consorcio, el interés más alto en el período que haya
transcurrido desde su formalización.

c) En el supuesto de que el Consorcio tuviera con-
certada una operación de activo, se calculará en función
al tipo más alto establecido.

Artículo 39. Será igualmente aplicable lo dispuesto
por la Ley de Haciendas Locales, en materia de créditos
y sus modificaciones, gestión y liquidación del Presupuesto,
con las peculiaridades propias del Consorcio.

Artículo 40. La Tesorería del Consorcio se regirá por
lo dispuesto en la Ley de Haciendas Locales y, en cuanto
le sea de aplicación, por las normas del Título V de la
Ley General Presupuestaria.

Artículo 41. El Consorcio llevará su contabilidad con
arreglo al régimen de contabilidad pública previsto por
la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 42. El Consorcio, con las peculiaridades deri-
vadas de su finalidad y estructura orgánica, elaborará y
rendirá las cuentas anuales en los términos señalados por
los artículos 189 a 193 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 43. La gestión económica del Consorcio será
objeto de fiscalizaciones interna y externa reguladas por
la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 44. 1. Los bienes del Estado, Comunidad
Autónoma de Andalucía o de las Entidades Locales fun-
dadoras del Consorcio, adscritos o que puedan adscribirse
a éste para el cumplimiento de sus fines, conservarán su
calificación jurídica originaria, correspondiendo tan sólo
al Consorcio su utilización, administración, explotación y
conservación, con arreglo a las disposiciones legales vigen-
tes en la materia.

2. De tales bienes se hará un inventario detallado.
3. La cesión de uso de este artículo se condiciona

a que el Consorcio haga frente a los gastos de amortización
y reposición de los bienes.

CAPITULO V. MODIFICACION Y DISOLUCION

Artículo 45. La modificación de estos Estatutos,
mediante acuerdo de la Junta General adoptado con el
quórum previsto en el artículo 20.2, habrá de ser ratificada
por la totalidad de las Entidades Locales consorciadas,
con las mismas formalidades seguidas para la aprobación
de aquéllos.

Artículo 46. 1. La separación de una Entidad del
Consorcio precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido al Presidente del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obli-
gaciones y compromisos anteriores respecto del Consorcio
y garantizar el cumplimiento de las obligaciones pendientes
con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación,
perjuicio o riesgo evidente para la realización inmediata
de cualquiera de los servicios o actividades del consorcio,
ni perjuicio para los intereses públicos al mismo enco-
mendados.

Artículo 47. 1. El Consorcio podrá disolverse por
alguna de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Enti-
dad, mediante acuerdo de la Junta General, con el quórum
establecido en el artículo 20.2, ratificado por la totalidad
de las Entidades Locales consorciadas.

b) Por acuerdo unánime de todas las Entidades Loca-
les consorciadas.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma en
que haya de procederse a la liquidación de los bienes
del Consorcio y la reversión a las Entidades consorciadas
de las obras, instalaciones, y, en general, de los bienes
propios y de los que el Consorcio administrase en régimen
de cesión de uso, cuya titularidad correspondiese a otras
Entidades o Administraciones Públicas.

CAPITULO VI. RESPONSABILIDAD

Artículo 48. Las Entidades consorciadas responderán
subsidiariamente de los actos y acuerdos del Consorcio
en las proporciones indicadas en el artículo 32 de los
presentes Estatutos.

DISPOSICION FINAL

Unica. La entrada en vigor de estos Estatutos se pro-
ducirá, una vez aprobados definitivamente por las Enti-
dades consorciadas, al día siguiente de la publicación de
su texto íntegro en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía previa publicación en el Boletín Oficial de la Provincia
de Almería.

RESOLUCION de 11 de junio de 1997, de la
Delegación del Gobierno de Cádiz, por la que se
presta conformidad a la permuta de un inmueble pro-
piedad del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María,
por solar propiedad del Ministerio de Hacienda.

Por el Ayuntamiento de El Puerto de Santa María se
remite expediente de permuta de una finca sita en la Plaza
del Polvorista, esquina a calle Aurora, por inmueble pro-
piedad del Ministerio de Hacienda, ubicada en la calle
Sol, núm. 5.

En el expediente instruido al efecto por dicho Ayun-
tamiento se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en los
arts. 79.1 y 80 del R.D. Legislativo 781/86, de 18 de
abril, 109.1, 112.2, 113, 114, 118 y 119 del Reglamento
de Bienes de la Entidades Locales de 13 de junio de 1986,
Ley 7/85, de 2 de abril, Ley 6/83, de 21 de julio, Circular
de 14 de septiembre de 1951, y demás preceptos de gene-
ral aplicación.

El Decreto 29/86, de 19 de febrero, sobre descon-
centración de funciones de la Consejería de Gobernación,
en su art. 3, confiere a esta Delegación competencia en
materia de disposición de bienes de propios de las Cor-
poraciones Locales, cuando el valor del bien no supere
el 25% de los recursos ordinarios del Presupuesto anual
de la Corporación.

En su virtud, he resuelto prestar conformidad a la per-
muta de una finca sita en la Plaza del Polvorista, esquina
a calle Aurora, por inmueble propiedad del Ministerio de
Hacienda, ubicada en la calle Sol, núm. 5, a fin de dar
cumplimiento al acuerdo adoptado por el Pleno municipal
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en la sesión celebrada el día 30 de mayo de 1997, siendo
la descripción de los bienes a permutar la siguiente:

Propiedad Municipal.
Finca denominada «Casa Horno», con una extensión

superficial de 498,15 m2, cuyos linderos son como sigue:
Norte, al frente de la Plaza del Polvorista; por la derecha,
con Casa Consistorial, número 5 de la citada Plaza; por
la izquierda, con calle Aurora, y por el fondo, con casa
Bodega que perteneció a don Joaquín Portela.

Inscrita en el Registro de la Propiedad al Tomo 428,
Libro 164, Folio 63, Finca núm. 433, Inscripción 11.ª

El valor de venta de dicho inmueble asciende a la
cantidad de 36.472.515 ptas.

Propiedad del Ministerio de Hacienda.
Solar en la calle Sol moderno, con una superficie de

368,84 m2, lindando por su derecha entrando al Sur, con
la casa núm. 7 de la propia calle, que fue de don Damián
Moragues; por la izquierda al Norte, con casa núm. 3
de la misma calle, de doña Josefa Espinosa Cordero y
su esposo don Francisco Galán Rodríguez, antes de los
propios de Jerez de la Frontera, y por el Este o fondo,
con el centro de la manzana y casa de ella, que fue de
don Manuel Ruiz, teniendo su fachada al Oeste.

El valor catastral asciende a la cantidad de
22.556.410 ptas.

En virtud de todo ello,

HE RESUELTO

1.º Prestar conformidad a la permuta de un inmueble
propiedad del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María,
por otro propiedad del Ministerio de Hacienda.

2.º Notificar dicha conformidad al Ayuntamiento.

3.º Publicar la presente Resolución en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía.

4.º Contra esta Resolución podrá interponerse el
recurso ordinario del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, ante el Consejero de Gobernación en el plazo
de un mes desde la notificación de la misma, sin perjuicio
de cualquier otro que se estime oportuno.

Cádiz, 11 de junio de 1997.- El Delegado, Francisco
Menacho Villalba.

RESOLUCION de 12 de junio de 1997, de la
Dirección General de Administración Local, por la
que se crea un puesto de trabajo reservado a fun-
cionarios de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, con la denominación de Ofi-
cial Mayor en el Ayuntamiento de La Algaba (Sevilla)
y se procede a su clasificación.

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de
La Algaba, perteneciente a la provincia de Sevilla, en sesión
celebrada el día 9 de junio de 1997, relativa a la creación
de un puesto de colaboración inmediata, de conformidad
con lo establecido en el artículo 165.1 del Real Decreto
Legislativo 781/1986, de 18 de abril, 2.g) del Real Decre-
to 732/1994, de 29 de julio y en el Decreto 467/1994,
de 13 de diciembre, por el que se asignan a la Consejería
de Gobernación las competencias atribuidas por las Dis-
posiciones Adicionales Novena, de la Ley 22/1993,
de 29 de diciembre, y Tercera, del Real Decre-
to 1732/1994, de 29 de julio, relativas al régimen de

funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional.

Esta Dirección General ha resuelto:

Artículo único: 1. Crear en el Ayuntamiento de La Alga-
ba, perteneciente a la provincia de Sevilla, un puesto de
Colaboración, reservado a funcionarios de Administración
Local con habilitación de carácter nacional con la deno-
minación de Oficial Mayor.

2. Clasificar el mencionado puesto como Secretaria
de clase Tercera.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía
administrativa, de conformidad con el art. 48 aparta-
do e) de la Ley 6/83, del Gobierno y la Administración
de esta Comunidad Autónoma y el art. 109 apartado d)
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, se podrá interponer recurso con-
tencioso-administrativo ante la Sala del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía competente, en el plazo de dos
meses contados a partir del día siguiente al de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, previa
comunicación de dicha interposición a esta Dirección
General, de conformidad con el art. 110.3 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, anteriormente citada.

Sevilla, 12 de junio de 1997.- El Director General,
Jesús M.ª Rodríguez Román.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

ORDEN de 20 de junio de 1997, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público
que presta la empresa Transportes Rober, SA, en Gra-
nada, mediante el establecimiento de los servicios
mínimos.

Por la Federación Provincial de Transportes y Tele-
comunicaciones de UGT y el Sindicato Provincial de Trans-
portes, Comunicaciones y Mar de CC OO de Granada,
ha sido convocada huelga desde las 6,00 horas a las
9,30 horas de los días 30 de junio y 1 de julio de 1997
y que, en su caso, podrá afectar a los trabajadores de
la empresa «Transportes Rober, S.A.» en Granada.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce
a los trabajadores el derecho de huelga para la defensa
de sus intereses, también contempla la regulación legal
del establecimiento de garantías precisas para asegurar
el mantenimiento de los servicios esenciales de la comu-
nidad, y el artículo 10 del Real Decreto 17/1977, de 4
de marzo, de Relaciones de Trabajo, faculta a la Admi-
nistración para, en los supuestos de huelgas de empresa
encargadas de servicios públicos o de reconocida e ina-
plazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26
y 33/1981, 51/1986 y 27/1989, ha sentado la doctrina
en materia de huelga respecto a la fijación de tales servicios
esenciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últi-
mamente por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990,
de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales
de la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista
una razonable proporción entre los servicios a imponer a
los huelguistas y los perjuicios que padezcan los usuarios
de aquéllos, evitando que los servicios esenciales establecidos
supongan un funcionamiento normal del servicio y al mismo


